SUMARIAS EN AVERIGUACION DENTRO DEL AUTO APELADO CONTRA LA VIDA E INTEGRIDAD PERSONAL (HOMICIDIO) EN PERJUICIO DE RUBÉN OSCAR MIRÓ GUARDIA (Q.E.P.D.). PONENTE. ROBERTP E. GONZÁLEZ R. PANAMÁ, VEINTISIETE (27) DE ABRIL DE DOS MIL CUATRO (2,004).

Tribunal: Corte Suprema de Justicia, Panamá

Sala: Segunda de lo Penal

Ponente: Roberto González R.

Fecha: 27 de abril de 2004

Materia: Penal - Negocios de segunda instancia

Apelación de auto interlocutor

Expediente: 370 E

VISTOS:
En grado de apelación, ingresa a la Sala Penal de esta Corporación de Justicia, el Auto No. 72 de 23 de abril de 2003 proferido por el Segundo Tribunal Superior de Justicia del Primer Distrito Judicial, mediante el cual se declara improcedente la solicitud de reapertura formulado por el licenciado Alberto Almanza, Director General de la Comisión de la Verdad dentro de las investigaciones seguidas contra el o los presuntos responsables del delito de homicidio en perjuicio del señor Rubén Oscar Miró Guardia (q.e.p.d.); y se ordena su archivo.
La resolución en comento fue apelada por el licenciado Alberto Santiago Almanza Henríquez representante legal de la parte ofendida.
El letrado formalizó el recurso en tiempo oportuno, por lo que se le corrió traslado a la contraparte, quien no hizo uso de este derecho. En este sentido se concede la apelación en el efecto suspensivo con el fin que se surta la alzada.
DISCONFORMIDAD DEL APELANTE
El licenciado Alberto S. Almanza sostiene que el homicidio de Rubén Oscar Miró fue el producto de actos cometidos por agentes estatales en el poder con toda la autoridad y supremacía que eso implica.
En este sentido señala que no se trata de un homicidio común, ya que la calidad de servidor público de los agentes actores, eleva el hecho a la categoría de delito con abuso de poder, llevando consigo una violación a los derechos humanos del debido proceso. 
Estima el recurrente, que las investigaciones iniciales sobre este homicidio fueron manipuladas para encubrir a sus verdaderos autores intelectuales y materiales, por lo que considera que carecen de validez legal en aras del principio de la efectividad judicial, consagrado en la Constitución, Códigos, Declaraciones, Convenios y Sentencia Internacionales.
Agrega el licenciado Almanza, que el intento de reinicio de esta investigación en 1991, el cual concluyó con la declaratoria de prescripción de la acción penal por parte del Tribunal Superior de Justicia, no hace más que revelar el desconocimiento del sentido del derecho por parte de las autoridades judiciales. 
Continúa señalando que la solicitud de cierre de la investigación por prescripción, fue realizada de oficio por el Ministerio Público, lo cual impidió que los familiares ejercieran sus derechos de conocer la verdad, por lo que estima que se debe unificar criterio, pues observa que el Fiscal Cuarto Superior del Primer Distrito Judicial, contrario a sus colegas, al remitir la solicitud de reapertura para el expediente del desaparecido Alcibiades Bethancourt, puntualizó:
Aún cuando somos conocedores de la opinión externada por nuestra máxima magistratura judicial, al considerar la extinción de la acción penal, por haber transcurrido más de 20 años desde la comisión de los hechos denunciados... Queremos señalar que si bien han transcurrido 20 años desde la comisión de la desaparición física y forzada de ALCIBIADES BETANCOURT APARICIO, antes del año 1990, le fue imposible a sus familiares solicitar una investigación de los hechos, situación que se logra únicamente posterior a los eventos ocurridos el 20 de diciembre de 1989, momento en que la administración de justicia logra cumplir de manera libre e imparcial su función constitucional@
Finalmente concluye solicitando se corrija la tendencia actual y pasada de tratar a los crímenes del Estado y de violación de derechos humanos como delitos comunes, para que no se repitan (fs. 333 a 364).
POSICION DEL SEGUNDO TRIBUNAL SUPERIOR
Mediante Auto No. 72 de 23 de abril de 2003, el Segundo Tribunal Superior de Justicia, "declaró improcedente la solicitud de reapertura", presentada el 20 de enero de 2003, por el licenciado Alberto Almanza, Director General de la Comisión de la Verdad dentro de las sumarias en averiguación por el delito de homicidio en perjuicio de quien en vida se llamó Rubén Oscar Miró Guardia.
En este sentido, establece el tribunal a-quo que la solicitud de reapertura es improcedente, pues conforme a derecho únicamente cabe reapertura en el evento que la investigación es cerrada de forma provisional y se incorporen nuevas pruebas que a juicio del tribunal, así lo ameriten, siempre y cuando no se encuentre prescrita la acción penal (fs. 318-320).
En el caso en comento, mediante auto fechado 24 de mayo de 1971 el Segundo Tribunal Superior de Justicia dictó un sobreseimiento provisional de carácter objetivo e impersonal en atención a lo dispuesto en el artículo 2137 ordinal 2 del Código Judicial de 1917, decisión que fue confirmada por la Sala de lo Penal el 26 de octubre de 1971 (fs. 1 a 45).
Posteriormente y en atención a la investigación ordenada por el ex Procurador Rogelio Cruz, el Segundo Tribunal Superior de Justicia, mediante resolución de 13 de mayo de 1992, declaró prescrita la acción penal, expresando lo siguiente:
"Lo expuesto, por la hija del infortunado Rubén Oscar Miró Guardia, de que su padre era objeto de vigilancia antes de su muerte, las 24 horas del día, se corrobora con las diligencias efectuadas con motivo de la investigación ordenada por el actual Procurador General de la Nación con vista en la noticia aparecida en un diario de circulación nacional el día 23 de enero de 1990; no obstante, para la fecha de la iniciación de esta encuesta 23 de enero de 1990, lo que en realidad procedía era una posible reapertura, aunque legalmente no podía prosperar habida cuenta que el homicidio de Rubén Oscar Miro Guardia ocurrió el 31 de diciembre de 1969 que es indicativo que el 23 de enero de 1990, habían transcurrido 20 años, 23 días que de acuerdo con el artículo 86 del Código Penal, subrogado por el artículo 9 de la Ley 9 de 1967, reformado por el Decreto de Gabinete No. 139 de 30 de mayo de 1969, prescribe la acción penal cumplida 20 años después de la ejecución del hecho ..." (f. 214)
CONSIDERACIONES DE LA SALA
Al examinar el auto objeto de impugnación, así como el escrito de apelación presentado por el licenciado Alberto Almanza, esta Sala advierte que la disconformidad del representante legal de la parte ofendida, se dirige a que se revoque el auto de 23 de abril de 2003 y en consecuencia se declare procedente la reapertura del sumario.
De acuerdo a las piezas procesales insertas en el cuaderno penal el homicidio de Rubén Miró Guardia, ocurrió el 31 de diciembre de 1969, la investigación judicial se inició en 1970, y finalizó con un auto de sobreseimiento provisional, expedido por el Segundo Tribunal Superior de Justicia, el 24 de mayo de 1971, al no existir imputado debidamente vinculado, decisión que fue confirmada por la Corte Suprema de Justicia Sala de lo Penal el día 26 de octubre de 1971 (f. 201).
Constituye un hecho público y notorio que en el momento en que se produjo el homicidio de Rubén Miró, así como la decisión jurisdiccional que ordenó el cierre provisional del proceso penal, una alta porción de las instituciones públicas, incluyendo el Ministerio Público y el Órgano Judicial, estaban sometidas a las decisiones del régimen militar, del cual precisamente algunos de sus miembros son señalados como posibles autores o partícipes del homicidio.
Frente a lo expuesto se hace necesario señalar que desde nuestra vida Republicana se elevó a rango constitucional el principio del debido proceso, con el fin de garantizar el derecho de las personas a ser juzgada por autoridad competente, conforme a los trámites legales, y no más de una vez por la misma causa penal o disciplinaria. De acuerdo a los criterios jurisprudenciales este principio garantiza el "derecho de las personas a acudir a los tribunales de justicia si lo consideran conveniente, a fin de obtener la tutela de sus derechos" (HOYOS, Arturo, La Interpretación Constitucional, Editorial Temis, S. A., Bogotá, 1998, pág. 75). 
Lo que obliga a las autoridades encargadas de administrar justicia a investigar los delitos, y a realizar todos los esfuerzos posibles para descubrir y juzgar a sus autores y partícipes, ajustándose a las normas constitucionales y legales.
Si bien han transcurrido más de veinte años desde la comisión del hecho denunciado, no menos cierto es que las autoridades judiciales de aquellos días carecían de la independencia e imparcialidad que se exige a la hora de administrar justicia. De allí que no se les concedió a los familiares de Rubén Miró (q.e.p.d.), la oportunidad razonable de ser oídos con el fin de garantizar la tutela efectiva de sus derechos, por lo que se advierte una clara violación al principio del debido proceso.
Ante lo expuesto, esta Superioridad procederá a revocar el Auto No. 72 de 23 de abril de 2003, proferido por el Segundo Tribunal Superior del Primer Distrito Judicial, y en consecuencia ordenará la reapertura del sumario, por considerar que la declaración de la prescripción de la acción penal se produjo con inobservancia del principio premencionado.
PARTE RESOLUTIVA 
Por lo que antecede, la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE LO PENAL, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA el Auto No. 72 de 23 de abril de 2003, proferido por el Segundo Tribunal Superior del Primer Distrito Judicial, y en consecuencia ordena la reapertura del sumario de la referencia.
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